
Bogotá, 16 de julio de 2021 

 

 

 

Señores 
Juzgados Administrativos de Bogotá, Sección o Subsección de Reparto 

 
 
Referencia: Acción de Tutela 
 
 
Accionado: Comisión Nacional del Servicio Civil 
Accionante: José Fernando Cedeño Roncancio 

Derechos Vulnerados: Derecho al trabajo, acceso al desempeño de funciones y cargos 

públicos. 

Principio Vulnerado: Principio de Seguridad Jurídica. 

 

Respetado Sr. Juez: 
 
Yo, José Fernando Cedeño Roncancio, identificado con la C.C. 79.421.229 de Bogotá, 
acudo ante su despacho para interponer Acción de Tutela, prevista en el artículo 86 de la 
Constitución Política de Colombia, contra la Comisión Nacional del Servicio Civil, con el 
objeto de que se protejan mis derechos constitucionales fundamentales al trabajo y al 
acceso al desempeño de funciones y cargos públicos. 

 
 

HECHOS 
 
 
Me inscribí a la Convocatoria Distrito Capital 4, OPEC 145401, profesional universitario, 
grado 11. Como requisito de estudio se exige, entre otras, “disciplinas académicas del 
Núcleo Básico de Conocimiento de: Administración”, la experiencia requerida es de 30 
meses de experiencia profesional. 
 
Al consultar el resultado de Verificación de Requisitos Mínimos, observé que me calificaron 
como “No Admitido”, la razón que aduce la CNSC para otorgarme dicha calificación es 
“Documento no válido para el cumplimiento del requisito mínimo de experiencia, toda vez 
que, el cargo no permite determinar si las actividades que desarrolló son de tipo profesional. 
Así mismo, posee experiencia anterior a la obtención del título profesional”, refiriéndose a 
la certificación laboral expedida por la empresa Siigo S.A. 
 
En la Empresa Siigo S.A., laboré desde el 19 de febrero de 2007, hasta el 01 de octubre de 
2014. Cabe anotar que, desde el 19 de febrero de 2007, hasta el 25 de noviembre de 2012, 
ocupé el cargo de Asesor de Servicio al Cliente, y desde el 26 de noviembre de 2012, hasta 
el 01 de octubre de 2014, me desempeñé como Asesor Empresarial. 
 
Por considerar que la valoración otorgada por la CNSC a mi experiencia profesional no se 
ajusta a la normatividad legal vigente, presenté la respetiva reclamación, porque de acuerdo 
con Artículo 11 del Decreto 785 de 2011 la “Experiencia profesional: Es la adquirida a 
partir de la terminación y aprobación del pensum académico de la respectiva formación 



profesional, en el ejercicio de las actividades propias de la profesión o disciplina académica 
exigida para el desempeño del empleo” 

 
Recalqué en la reclamación que, mi título profesional es Administrador de Empresas 

Comerciales, el componente Comerciales tiene relación con áreas como marketing, 

publicidad, ventas, relaciones públicas, atención al cliente, entre otras, por lo tanto, 

cualquier actividad desarrollada por mí en alguna de estas áreas es propia de mi profesión 

como Administrador de Empresas Comerciales. 

 

En la reclamación para el cálculo de los meses de experiencia profesional, indique que el 
artículo 11 del Decreto Nacional 785 de 2005, dice que, la experiencia profesional se 
adquiere a partir de la terminación y aprobación de todas las materias que conforman el 
pensum académico de la respectiva formación profesional; recibí mi título profesional el 11 
de diciembre de 2009, a partir de esa fecha se debe tomar mi experiencia profesional para 
calcular el tiempo de experiencia profesional. Es de recordar Sr. Juez que, en la Empresa 
Siigo S.A., laboré desde el 19 de febrero de 2007, hasta el 01 de octubre de 2014, en 
consecuencia y de acuerdo con el artículo citado en este párrafo, mi experiencia profesional 
en Siigo S.A. se debería calcular desde el 11 de diciembre de 2009 hasta el 01 de octubre 
de 2014. 
 
La CNSC, en respuesta a mi reclamación indicó lo siguiente: 
 

“Frente al mencionado documento, es importante manifestarle que el mismo NO ES VALIDO para el 

cumplimiento del requisito mínimo de experiencia, ya que, revisada nuevamente la documentación 

aportada, se observa que el aspirante presentó certificación laboral expedida por SIIGO S.A.S., la 

cual indica que se desempeñó en calidad de Asesor Empresarial y Asesor Servicio al Cliente; dicho 

documento NO fue tenido como válido en la etapa de requisitos mínimos, por cuanto de la 

naturaleza del cargo y de las funciones presentadas, no se puede determinar que se trate de 

experiencia profesional, en el entendido que no existe certeza que hayan sido ejecutada en el 

ejercicio de su profesión, así esta experiencia haya sido adquirida después de la fecha de grado 

de Administración de Empresas Comerciales, con el cual acreditó el cumplimiento del Requisito 

Mínimo de Educación, pues es necesario que la misma sea en el ejercicio de las actividades propias 

de la profesión exigida para el desempeño del empleo del cargo a proveer y dicha experiencia no 

reúne los requisitos mencionados” (Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 
CONSIDERACIONES FÁCTICAS, LEGALES, JURISPRUDENCIALES 

 
 
Sr. Juez, no estoy de acuerdo con la respuesta dada por la CNSC porque los argumentos 
esgrimidos no se ajustan ni a la realidad, ni a la normatividad legal vigente para valorar la 
Experiencia Profesional. 
 
En primer lugar, el Decreto 785 del 17 de marzo de 2005, por el cual se establece el sistema 
de nomenclatura y clasificación y de funciones y requisitos generales de los empleos de las 
entidades territoriales que se regulan por las disposiciones de la Ley 909 de 2004, establece 
en el artículo 11 la experiencia, de la siguiente manera: 
  



“Artículo 11. Experiencia. Se entiende por experiencia los conocimientos, las habilidades y 
las destrezas adquiridas o desarrolladas mediante el ejercicio de una profesión, arte u oficio. 
 
Para los efectos del presente decreto, la experiencia se clasifica en profesional, relacionada, laboral 
y docente.  
 
Experiencia Profesional. Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación de todas las 
materias que conforman el pensum académico de la respectiva formación profesional, tecnológica 
o técnica profesional, en el ejercicio de las actividades propias de la profesión o disciplina exigida 
para el desempeño del empleo.” (Subrayado y cursiva fuera de texto) 

 
El citado artículo dice clara y explícitamente que, la experiencia profesional se adquiere a 
partir de terminación y aprobación de todas las materias que conforman el pensum de la 
respectiva formación profesional, me gradué el 11 de diciembre de 2009, desde esta fecha 
se debe comenzar a contabilizarse mi experiencia profesional. 
 
La CNSC se equivoca al valorar mi experiencia profesional en Siigo S.A. indicando “no 
existe certeza que hayan sido ejecutada en el ejercicio de su profesión”. 
 
Sr. Juez, el Título Profesional que acredité y fue avalado y aceptado por la CNSC, es 
Administrador de Empresas Comerciales, el componente Comerciales tiene relación con 
áreas como marketing, publicidad, ventas, relaciones públicas, atención al cliente, entre 
otras, por lo tanto, cualquier actividad desarrollada por mí en alguna de estas áreas es 
propia de mi profesión como Administrador de Empresas Comerciales, por lo tanto no es 
aceptable que la CNSC indique “no existe certeza que hayan sido ejecutada en el ejercicio 
de su profesión”. 
 
Sr. Juez, el pregrado de Administración de Empresas Comerciales pertenece al Núcleo 
Básico del Conocimiento NBC de Administración, en esencia soy Administrador de 
Empresas, me diferenció de otros Administradores de Empresas en el énfasis comercial de 
mi título. Como indique anteriormente, uno de los requisitos de estudio es “disciplinas 
académicas del Núcleo Básico de Conocimiento de: Administración” 
 
Decidí estudiar en la Universidad Colegio Mayor de Cundinamarca el pregrado de 
Administración de Empresas Comerciales, porque anteriormente me gradué de Tecnólogo 
en Publicidad y Comercialización, en la Universidad Central, me pareció excelente 
complementar mis conocimientos en el campo de la publicidad y el mercadeo con la 
planificación, organización, dirección y control que otorga un pregrado en Administración 
de Empresas con énfasis comercial. La decisión tomada por la CNSC de no aceptar mi 
experiencia profesional transgrede mis derechos al trabajo y al acceso al desempeño de 
funciones y cargos públicos, porque no me permite optar por una de las vacantes ofrecidas 
en la Convocatoria Distrito Capital 4. 
 
Si mi título fuera solo “Administrador de Empresas” y mi experiencia profesional fuera en 
labores meramente administrativas no se hubiera presentado ninguna objeción, pero como 
escogí ser Administrador de Empresas Comerciales, la CNSC no acepta mi experiencia 
profesional, por consiguiente, se podría considerar que también vulnera mi libre derecho a 
escoger profesión. 
 



Sr. Juez, la CNSC también está vulnerando el Principio de Seguridad Jurídica, porque está 
haciendo caso omiso del fallo de tutela de segunda instancia proferido a mi favor por la 
Magistrada Dra. Bertha Lucy Ceballos Posada, del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A. 
 
Sr. Juez, anexo a la presente tutela encontrará copia del fallo proferido. A manera de 
resumen ejecutivo le comento que, la tutela la instauré porque la CNSC no avaló mi título 
de Administrador de Empresas Comerciales, por ende, tampoco avaló mi experiencia 
profesional relacionada en la certificación laboral de la empresa Siigo S.A., para el concurso 
de méritos de la Convocatoria 740 de 2018, OPEC 75826; correspondiente al cargo 
Profesional Universitario Grado 12, con requisito de estudio Administrador de Empresas y 
requisito de experiencia profesional 33 meses.    
 
El fallo proferido por la Magistrada Dra. Bertha Lucy Ceballos Posada, ordenó a la CNSC 
que me admitiera al concurso de méritos de la Convocatoria 740 de 2018. La CNSC acató 
el fallo y por medio del Auto No. CNSC – 20192330015774 del 23-07-2019, me admitió al 
concurso de méritos. En esta ocasión avaló mi título, pero no avaló mi experiencia 
profesional, con lo cual está vulnerando el Principio de Seguridad Jurídica. 
 
Es pertinente recalcar que, la Honorable Corte Constitucional en varias sentencias se ha 
pronunciado sobre el Principio Seguridad Jurídica, el Derecho a la Igualdad y el debido 
proceso. En la Sentencia SU072/18, indica lo siguiente: 
 

“FUERZA VINCULANTE DE LA JURISPRUDENCIA DE ORGANOS JUDICIALES DE 
CIERRE-Jurisprudencia constitucional 

  
La observancia de los precedentes judiciales ha sido un criterio de procedencia excepcional de la 
acción de tutela. Igualmente, la Corte ha señalado que no solo sus precedentes deben  respetarse, 
sino también los expedidos por las demás Cortes; parámetro expuesto desde la sentencia T-193 de 
1995. En la sentencia C-335 de 2008 se sostuvo que: “De allí que reconocerle fuerza vinculante a la 
jurisprudencia sentada por la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado 
y la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, redunda en una mayor coherencia del 
sistema jurídico colombiano, lo cual no se contradice con imperativos de adaptación a los cambios 
sociales y económicos. De igual manera, la vinculatoriedad de los precedentes garantiza de mejor 
manera la vigencia del derecho a la igualdad ante la ley de los ciudadanos, por cuanto casos 
semejantes son fallados de igual manera. Así mismo, la sumisión de los jueces ordinarios a los 
precedentes sentados por las Altas Cortes asegura una mayor seguridad jurídica para el tráfico 
jurídico entre los particulares”. Por su parte, en la sentencia C-816 de 2011 se consideró que las 
Cortes, al ser órganos de cierre, deben unificar la jurisprudencia en el ámbito de sus jurisdicciones, 
aserto ratificado en la SU-053 de 2015 en la cual se señaló que, además de asegurar el principio de 
igualdad, la fuerza vinculante de la jurisprudencia de los órganos de cierre garantiza la primacía de 
la Constitución, la confianza, la certeza del derecho y el debido proceso. Ahora bien, la necesidad de 
imprimirle fuerza vinculante a los precedentes de las Cortes, como se explicó en la mencionada SU-
053 de 2015, también toma en cuenta que la interpretación del derecho no es asunto pacífico y, en 
ese orden, los precedentes de estas corporaciones constituyen una herramienta trascendental en la 
solución de casos en los cuales las leyes pueden admitir diversas comprensiones en aras de evitar 
decisiones contradictorias en casos idénticos” (Negrilla fuera de texto) 

 

“PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA-Jurisprudencia constitucional 



  
La Corte ha explicado que la seguridad jurídica implica que “en la interpretación y aplicación del 
derecho es una condición necesaria de la realización de un orden justo y de la efectividad de los 
derechos y libertades de los ciudadanos, dado que solo a partir del cumplimiento de esa garantía 
podrán identificar aquello que el ordenamiento jurídico ordena, prohíbe o permite” (Negrilla fuera 

de texto) 
  

“SEGURIDAD JURIDICA Y DERECHO A LA IGUALDAD-Vínculo 
  

ACTUACIONES JUDICIALES-Instrumentos para preservar seguridad jurídica y 
derecho a la igualdad fijados por ordenamiento y jurisprudencia constitucional 

  
La jurisprudencia ha definido diferentes instrumentos: (i) la Constitución establece que la actividad 
de los jueces está sometida al imperio de la ley, “lo que constituye no solo una garantía de autonomía 
e imparcialidad, sino también de igualdad en tanto el punto de partida y llegada de toda la actuación 
judicial es la aplicación de la ley”; (ii) la ley contempla criterios de interpretación para resolver las 
tensiones al comprender y aplicar las normas jurídicas; (iii) la Constitución determinó la existencia 
de órganos judiciales que tienen entre sus competencias “la unificación de jurisprudencia como 
forma de precisar con autoridad y vocación de generalidad el significado y alcance de las 
diferentes áreas del ordenamiento jurídico”; (iv) la jurisprudencia constitucional ha incorporado 
un grupo de doctrinas que, como la cosa juzgada y el deber de respeto del precedente 
judicial, “tienen entre sus propósitos garantizar la estabilidad de las decisiones y reglas judiciales 
fijadas con anterioridad”; y (v) algunos estatutos como el CPACA incorporan normas que tienen por 
propósito asegurar la eficacia de la jurisprudencia unificada del Consejo de Estado a través, por 
ejemplo, de su extensión (arts. 10 y 102)” (Negrilla fuera de texto) 

 

 

PRETENSIONES 

 
 
Con fundamento en los hechos y consideraciones relacionados, solicitud del Señor Juez 
disponer y ordenar a la parte accionada y a favor mío, lo siguiente: 
 

1. Tutelar mis derechos al trabajo y acceso al desempeño de funciones y cargos 

públicos, 

2. Ordenar a la CNSC que valide mi Experiencia Profesional certificada por la Empresa 

Siigo S.A., la cual, en conformidad con el Artículo 11 del Decreto 785 de 2011, se 

debe tomar a partir del 11 de diciembre de 2009, fecha en la que me gradué como 

Administrador de Empresas Comerciales, en consecuencia, 

3. Ordenar a la CNSN, que cambie mi estatus a “Admitido” en la Convocatoria Distrito 

Capital 4, OPEC 145401 y me cite para presentar las pruebas pertinentes. 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 



Fundamento esta acción en el artículo 86 de la constitución política y sus decretos 

reglamentarios 2591 y 306 de 1992. Igualmente, en los artículos 8 de la declaración 

universal de los derechos Humanos, 39 del pacto de derechos civiles y políticas y 25 de la 

convención de los derechos humanos. 

 

 

JURAMENTO 

 
 
Manifiesto Sr. Juez, bajo gravedad del juramento, que no he interpuesto otra Acción de 

Tutela por los mismos hechos y derechos. 

 

 

ANEXOS 

 

1. Reclamación presentada ante la CNSC. 

2. Respuesta dada por la CNSC a la reclamación presentada. 

3. Fallo de tutela de segunda instancia No. 110013341004-2019-00132-01, proferido 

por la Magistrada Dra. Bertha Lucy Ceballos Posada, del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección A. 

 

 

NOTIFICACIONES 

 
 

La parte accionante recibirá Notificaciones en los correos electrónicos: 
jfernandocedenor@yahoo.com, tato1067@yahoo.es 
 
La parte accionada recibirá Notificaciones en: La Carrera 16 No. 96 – 64, 

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

 

Del Sr. Juez atentamente, 

 

 

 

 

 

 

 

 

José Fernando Cedeño Roncancio 

C.C. 79.421.229 de Bogotá 

Móvil 311 837 2536 
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